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ESTADO SITUACIONAL DE LA CSJLI 

La CSJLI es una institución prestadora de un servicio público, que estructuralmente es brindado en 

condiciones de calidad y oportunidad insatisfactorias para los usuarios. Esta realidad es  

multicausal, y cualquier explicación debe comprender los tres elementos siguientes: el 

componente humano, el componente material y el componente procedimental.  

Al respecto, la CSJLI no selecciona ni nombra a los Magistrados que la integran, salvo los 

Magistrados Supernumerarios. Y con relación al personal jurisdiccional y administrativo, si bien 

tiene capacidad para seleccionar, sólo puede contratar cuando se le autoriza y en las condiciones 

presupuestales ya definidas por la Gerencia General, lo que implica una severa restricción para la 

captación de recursos humanos en el mercado laboral.  

De otro lado, las condiciones materiales en las que se presta el servicio de justicia están 

condicionadas por la estrechez presupuestal que se le impone al Poder Judicial. Es así que en los 

últimos años la CSJLI no cuenta con una partida para inversión (mantenimiento y reparación de 

infraestructura, adquisiciones de equipos, inmuebles, etc.) y el presupuesto es esencialmente 

destinado a  gasto corriente, por lo que las pocas adquisiciones que se hacen año a año, se realizan 

con saldos presupuestales, situación que en alguna medida fuera paliada con los Programas 

Presupuestales por Resultados (PPRs).  Sin embargo, ante el anuncio de la nueva gestión  del 

Ministerio de Economía y  Finanzas sobre la no aprobación de nuevos PPRs, queda descartada la 

implementación de este modelo de gestión en las áreas Civil-Constitucional y Contencioso 

Administrativo. 

Finalmente, en cuanto al componente procedimental del servicio de justicia, cabe distinguir aquél 

del ámbito jurisdiccional que se encuentra definido por los códigos y leyes procesales, del 

administrativo, cuyos procesos de gestión se encuentran, en gran medida, estandarizados por la 

Gerencia General. 

A dichas debilidades estructurales se suman la creciente falta de legitimidad social, que ha 

alcanzado nivel crítico en este año por casos de corrupción al interior del sistema de justicia, y la 

amenaza a la independencia judicial generada por la presión mediática, el voluntarismo político y 

concretamente las modificaciones normativas que determine la reforma constitucional del otrora 

CNM. 

¿QUÉ HACER? 

En las condiciones antes descritas, corresponde mantener una línea de acción de defensa 

institucional indeclinable, pues la independencia judicial, fundamento del Estado de Derecho y 

garantía de la libertad, es ante todo, un derecho de la ciudadanía que debe ser defendido no 

obstante la indiferencia o animadversión de ésta. Frente a las amenazas externa o interna, la CSJLI 

debe dar muestra de unidad de los diversos estamentos de la judicatura, defensa que debe 

hacerse en forma propositiva. 



Sin embargo, la legitimidad social no deriva del mandato de la ley sino del quehacer diario, que 

debe responder a las exigencias de celeridad, transparencia, imparcialidad, predictibilidad, entre 

otras condiciones de la satisfacción objetiva del usuario. Al respecto, la administración de la CSJLI 

debe buscar el mejoramiento continuo en aquellas áreas y aspectos que muestran eficiencia, y 

actuar con criterio de atención diferenciada de la problemática en aquellas otras áreas o 

actividades deficitarias, razonamiento que aplica tanto al ámbito administrativo como 

jurisdiccional. 

Para tal efecto debe propiciarse la participación democrática en la discusión de los problemas de 

la Corte, expresándose por las coordinaciones de especialidad las propuestas correspondientes, y 

sometiéndolas a criterios de racionalidad, objetividad, sustento técnico-legal y transparencia en la 

toma de decisiones. Siempre teniendo presente el interés institucional. 

OBJETIVOS 

1. Afirmación de la independencia jurisdiccional, como derecho de los ciudadanos y 

obligación de los jueces, sustento natural de la libertad y el Estado de Derecho; y su 

defensa frente a las amenazas externa e interna, mediante la acción institucional y unitaria 

de toda la judicatura de la CSJLI. 

2. Proactividad en la lucha contra la corrupción de todo tipo y en todos los niveles. 

3. Legitimación social de la CSJLI mediante el mejoramiento del servicio de justicia, en calidad 

y oportunidad.  

4. Fortalecimiento de la unidad e identidad institucional. 

5. Interrelación con otros entes del sistema de justicia y órganos del Poder Judicial. 

6. Fomento del aprovechamiento intensivo de las modernas tecnologías de la información y 

las comunicaciones, nuevos modelos de gestión e innovaciones procesales. 

7. Mejoramiento de la eficiencia y transparencia administrativa. 

8. Capacitación permanente del personal jurisdiccional y administrativo, aprovechando los 

recursos propios y mediante convenios con entidades académicas.  

 

DEFENSA INSTITUCIONAL Y LUCHA CONTRA LA CORRUPCION 

- Coordinación intra e interinstitucional de opinión y acción frente a los factores de riesgo 

para la independencia judicial. 

- Generación de opiniones y propuestas alternativas respecto a las leyes de desarrollo 

constitucional en materia de justicia, mediante el trabajo de Comisiones Ad Hoc, 

coordinado por la Comisión de Defensa Insitucional. 

- Participación en Grupos y Mesas de Trabajo Interinstitucional de Lucha Contra la 

Corrupción. 

- Coordinación permanente con el Órgano de Control, con finalidad preventiva de 

disfuncionalidades generadas por deficiencias en la organización y gestión de despachos. 



- Monitoreo de casos de alto impacto social para brindar soporte a los órganos 

jurisdiccionales a cargo de los mismos, a fin de posibilitar respuesta jurisdiccional 

oportuna. 

- Auditoría Informática de las Mesas de Partes de las sedes judiciales.  

 

TRANSPARENCIA 

- Actualización de la página web de la Corte con la información administrativa a que se 

refiere la Ley Nro 27806 - de Acceso y Transparencia a la Información Pública 

- Publicación en la página web institucional de la Agenda y Actas del Consejo Ejecutivo 

Distrital. Asimismo, de la agenda diaria de la Presidencia, especialmente el rol de 

entrevistas realizadas. 

- Implementación general de la descarga en el SIJ de los actos procesales, de cumplimiento 

obligatorio por todos los órganos e instancias jurisdiccionales, verificado por el órgano de 

control. 

- Difusión institucional oportuna de decisiones recaídas en casos emblemáticos. 

- Capacitación en temas jurídicos a reporteros judiciales. 

CELERIDAD PROCESAL 

- Participación de la CSJLI en los proyectos y experiencias piloto implementadas por el PJ 

con impacto en la organización y gestión del despacho judicial. 

- Elaboración de proyectos de reformas normativas que actualicen y articulen la 

organización y procedimientos operativos de los órganos jurisdiccionales que hacen uso 

de las nuevas herramientas de gestión jurisdiccional, tales como el Expediente Electrónico 

Judicial, la oralidad procesal, el despacho modular, etc.; proponiendo los Manuales de 

Operación y Funciones respectivos.  

- Realización de flujogramas y estudios de tiempos en los procesos sobre materias 

socialmente sensibles, a fin de determinar las actividades que no agregan valor al 

producto. 

- Cumplimiento de la obligatoriedad de la notificación electrónica en todos los casos en que 

legalmente corresponda, verificado por el órgano de control. 

- Progresiva implementación del Remate Electrónico Judicial (REMAJU) en los Juzgados 

Especializados y Juzgados de Paz Letrados. 

- Implementación del Embargo Electrónico Bancario en los juzgados de la Corte de Lima que 

aun no cuentan con esta herramienta informática. 

- En coordinación con la Comisión del Expediente Judicial Electrónico, implementación de la 

Mesa de Partes Virtual, para la presentación de demandas en las especialidades Comercial, 

Tributaria y de Mercado, y Laboral. 

- Plan de descarga de los procesos complejos que se encuentran pendientes de sentencia en 

los juzgados civiles.  



- Creación de Juzgados de Ejecución para las especialidades de Trabajo-contencioso 

admionistrativo y de Trabajo-previsional. 

- Gestión del Equipo Itinerante como apoyo para las acciones de gobierno y para la atención 

de situaciones de crisis de los órganos jurisdiccionales de las diversas instancias. 

- Coordinación con la Comisión Nacional de Productividad para la racionalización del 

servicio, en aquellas especialidades de alto impacto social que afrontan sobrecarga: 

contencioso laboral y previsional, familia-violencia familiar; así como la redefinición de 

competencias materiales y territoriales de órganos jurisdiccionales con poca carga. 

- Impulso a la progresividad de la implementación del Nuevo Código Procesal Penal, en 

coordinación con el ETI Penal. 

- Impulso a la descarga procesal en la especialidad laboral-Ley 26636 y transferencia de 

órganos jurisdiccionales a la nueva ley procesal de trabajo, en coordinación con el ETI 

Laboral.  

- Monitoreo permanente a la adecuada depuración de expedientes como mecanismo de 

sinceramiento de la carga procesal. 

 

GESTION ADMINISTRATIVA 

- Implementación del Sistema de Control Interno dispuesto por la Ley 28716, que originará 

el diseño y racionalización de procesos en todas las áreas administrativas (personal, 

logística, infraestructura, servicios judiciales, etc.) mediante indicadores que harán posible 

la medición y control que propician eficiencia. “Lo que no se puede medir no se puede 

mejorar”. 

- Optimización del gasto mediante el mejoramiento y control de los procesos de asignación, 

distribución y provisión de recursos (logísticos, de personal, de equipamiento informático, 

de mobiliario, etc.) a los órganos jurisdiccionales y administrativos. 

- Implementación de una política de prevención en el mantenimiento de los inmuebles y 

equipos, y gestionar la asignación del presupuesto para su atención. 

- Implementación de una política de comunicación oportuna, no reactiva. 

- Mejoramiento de ambientes, actividades y servicios de alta incidencia en la percepción 

inmediata del usuario, como: paredes sin afiches ni propaganda no institucional o 

innecesaria; señalética de ley; servicios higiénicos en uso y limpios; personal de seguridad 

y anfitrionas informados y proactivos; mesas de partes descongestionadas; cumplimiento 

de la atención preferente dispuesta por la Ley No. 28683, entre otros. 

- Visitas inopinadas a las diversas sedes judiciales para verificación in situ de la realidad de la 

CSJLI y contrastación de la información brindada por las dependencias administrativas. 

- Apoyo al Programa de Acceso a la Justicia de Personas en  

Condición de  Vulnerabilidad y Justicia en Tu Comunidad, en el desarrollo de proyectos y 

actividades de implementación de las Cien Reglas de Brasilia. 

- Promoción de prácticas administrativas orientadas al uso de la tecnología para el trabajo 

cotidiano.   



 

GESTION DE RECURSOS HUMANOS 

- Racionalización de recursos humanos, en consonancia con los Cuadros de Asignación de 

Personal vigentes; sin perjuicio de la revisión institucional de los mismos según los 

requerimientos producto de la implementación de nuevos modelos procesales y de 

despacho, y de las modernas herramientas tecnológicas empleadas. 

- Aplicación de criterios objetivos de contratación, asignación, movilización, promoción y 

cese de personal, conforme a las directivas en la materia, emitidas por la Gerencia General. 

- Definición y aplicación de los procedimientos a seguir en materia disciplinaria laboral. 

- Implementación de un programa de inducción para los nuevos magistrados y servidores. 

- Elaboración de un programa de reconocimiento de méritos e incentivos no económicos 

para el personal. 

- Repotenciamiento de la Oficina de Bienestar Social, para que brinde asistencia a 

magistrados y trabajadores en circunstancias de necesidad; y sirva de apoyo a las acciones 

de personal. 

- Creación del Elenco de Teatro de la CSJLI. 

- Fomento de actividades deportivas y de integración del personal judicial, apoyando la 

participación institucional en campeonatos y eventos similares. 

 

INFRAESTRUCTURA 

- Desarrollo de Proyectos IOARR (Inversión para la Optimización, Ampliación, Rehabilitación 

y Reposición de activos), para: la implementación del Centro de Distribución General en la 

sede Anselmo Barreto León; reforzamiento estructural de las sedes propias; reposición de 

ascensores, equipos informáticos, mobiliario, entre otros activos. 

- Desarrollo de Proyectos de Inversión para las especialidades Comercial, Tributaria y de 

Mercado, a fin de contar con nuevas sedes. 

- Reubicación de los órganos jurisdiccionales de la Sede Arnaldo Márquez, con apoyo del ETI 

Laboral. 

- Reubicación del Juzgado de Paz Letrado de San Luis. 

- Saneamiento Legal por parte de la Superintendencia de Bienes Nacionales, del inmueble 

cedido a la CSJLI, ubicado en Collique, que permitirá su acondicionamiento como 

dependencia del Archivo Central. Consecuente descongestión del Archivo Central y los 

archivos de los órganos jurisdiccionales, lo que permitirá el mejoramiento de ambientes. 

 


